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1.- Introducción 
La ley 27.348, en su art. 4º, ha “invitado” a las provincias a adherir al sistema procesal que implantara
. 
En ese marco la legislatura de la Provincia de Buenos Aires ha comenzado a dar tratamiento a la cuestión, sin advertir que la pretendida adhesión es inviable por una serie de motivos de índole constitucional.

Sobre aquello expondremos en los títulos que siguen.

2.- Las limitaciones a la intervención previa de órganos administrativos

El diseño procesal que la ley 27.348 propone, reposa centralmente sobre la intervención liminar de comisiones médicas para el tratamiento de temas de derecho común, en reemplazo de los tribunales ordinarios de justicia (quedando estos relegados para una mera y acotada revisión).

La arquitectura que la ley decidió adoptar, en ese andarivel, hiere la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y choca a su vez con la específica doctrina de la Suprema Corte de Buenos Aires -como se verá en el título siguiente-.
La doctrina del Máximo Tribunal de la Nación admitió la atribución de funciones jurisdiccionales a tribunales administrativos, con la condición de que exista posibilidad de revisión judicial.

Explica Cassagne, luego de indicar que el principio judicialista es capital en el derecho iberoamericano —derivado de la interpretación más pura de la división de poderes existente en la médula del constitucionalismo hispánico—, que la jurisprudencia de la Corte Suprema, desarrollada especialmente en la causa “Fernández Arias c. Poggio”
, impuso: a) que no se trate de controversias entre particulares regidas por el derecho común, y b) que la revisión final de lo resuelto se atribuya a los jueces con amplitud de debate y prueba (lo que configura el denominado principio del control judicial suficiente)
.

Ninguno de tales recaudos se cumple en la materia que nos ocupa frente a la ley 27.348: a) tal como advirtiera expresamente la Corte en “Castillo”
, estamos en presencia de conflictos atinentes a la indemnización de infortunios laborales, regidos por el derecho común, planteados entre personas de derecho privado, y b) la revisión final, en el diseño legal, no permite amplitud de debate y prueba, pues la tutela judicial quedará encorsetada en el marco impuesto por la retaceante etapa anterior.

La Corte Suprema ha reforzado su criterio al fallar la causa “Ángel Estrada y Cía. S.A. c. Secretaría de Energía y Puertos”
, donde consideró que la atribución de funciones jurisdiccionales a entes administrativos para dirimir controversias de naturaleza patrimonial entre particulares implica un doble quebrantamiento constitucional, ya que si, por una parte, produce la transgresión del principio que prohíbe al Poder Ejecutivo (y, por ende, a los órganos administrativos) el ejercicio de funciones judiciales (art. 109, CN), por la otra transgrede abiertamente la garantía de la defensa en juicio a la persona y sus derechos (art. 18, CN)
.

Antes, el Máximo Tribunal también había dicho que la actuación de entes u órganos administrativos ha sido siempre condicionada a limitaciones constitucionales que surgen del art. 109 de la CN y de la garantía consagrada en el art. 18 de la Ley Fundamental, tales como la exigencia de dejar expedita una vía de control judicial “verdaderamente suficiente”
.

En el marco citado se ha sostenido que los principios constitucionales únicamente podrán quedar a salvo siempre que: a) los organismos de la Administración dotados con jurisdicción para resolver conflictos entre particulares hayan sido creados por ley; b) su independencia e imparcialidad estén aseguradas; c) el objetivo económico y político tenido en cuenta por el legislador para crearlos —y restringir así la jurisdicción que la Constitución atribuye a la justicia ordinaria— haya sido razonable, y d) que sus decisiones estén sujetas a un control amplio y suficiente
.

En el caso de las leyes 24.557 y 27.348 tampoco se cumple con esos recaudos, pues: 

a)
Las comisiones médicas no han sido creadas por la ley para sustanciar esta clase de conflictos entre privados, sino para atender las cuestiones previsionales de la ley 24.241.

b)
No media seguridad de independencia e imparcialidad, en función de:

1.
Su sumisión al Poder Ejecutivo.

2.
Su fuente de financiamiento (las propias aseguradoras).

3.
La ausencia de estabilidad de los integrantes de las comisiones médicas (que a diferencia de los magistrados judiciales son desplazables y se ligan por meros contratos privados regidos por la LCT).

c)
Tratándose de temas de derecho común y reclamos entre particulares, no existe objetivo válido para la intervención de las comisiones en desmedro de la función específica de la justicia laboral. La ley 27.348 alega a efectos de restringir el acceso a la justicia la existencia de un supuesto “exceso de litigiosidad”, reeditando argumentos que se vertieran con la ley 24.557. A ellos ya se ha dado respuesta desde el seno mismo de la Corte, al afirmarse: “No puedo soslayar que el propósito de poner fin a la excesiva litigiosidad (y su correlativa incertidumbre) ha sido relacionado con la sanción de la LRT. Al respecto, solo diré que entre los diversos caminos constitucionalmente abiertos a las leyes para disminuir el costo social de la práctica judicial defectuosa, no se encuentra el de cerrar los tribunales”
. Desde la doctrina también se ha dicho que la Ley de Riesgos del Trabajo viola el art. 109 de la CN, pues la solución legal “está inmersa dentro del fenómeno de desconfianza generalizada al Poder Judicial”
. Es obvio que no se trata de un argumento válido para borrar la función judicial.

d)
Queda claro que en el diseño de la ley 27.348 y su reglamentación (Res. 298/17) no existe posibilidad real de control amplio y suficiente. Por el contrario, el trámite administrativo es un escabroso terreno que no tiene capacidad de abarcar las múltiples cuestiones tocantes a los reclamos por daños laborales, y la faz judicial es una mera revisión encorsetada por la etapa anterior que constriñe a las partes y a los jueces.

Por lo demás, y se trata de otro dato medular, los órganos administrativos (las comisiones jurisdiccionales y la Comisión Central) se encuentran integrados por profesionales del arte de curar (médicos) que carecen de idoneidad para llevar adelante un procedimiento donde juegan nociones jurídicas y se impone la necesidad de determinar el alcance de las presentaciones (congruencia), recibir prueba que no se agota en exámenes médicos (testimonial, informativa, pericial técnica, etcétera), y establecer cuestiones de hecho muy distantes de la fijación de una incapacidad (a modo de ejemplo, la ocasionalidad en torno a un accidente sin restricción a los infortunios in itinere). 

Es sabido que un proceso no se compone por la mera sucesión de ritos caprichosos, sino que las formas se hallan al servicio de un fin último: lograr la más efectiva realización del derecho
.

Por ende, la ley 27.348 no estructura un verdadero proceso, pues con su mecánica no puede emerger la realidad y tampoco concretarse la aplicación de la ley.

El verdadero valor del derecho, al decir de von Ihering, descansa por completo en el conocimiento de sus funciones, es decir, en la posibilidad de su realización práctica. La función del derecho, en general, es la de realizarse; lo que no es realizable, nunca podrá ser derecho
.

3.- El alcance de la intervención residual de los tribunales. Su inconstitucionalidad según la terminante jurisprudencia de la SCBA

La ley 27.348 establece, como ya hemos dicho, que la intervención que naturalmente corresponde a la justicia para dirimir esta clase de temas de derecho común, queda desplazada por el procesamiento del conflicto ante las comisiones médicas.

La garantía de acceso a la justicia (tan básica para la subsistencia del estado de derecho), pretende ser salvada mediante un recurso, con incongruente modo de concesión, tratando a la par de limitar los eventuales efectos de la apelación (art. 2º, párr. 4º, ley 27.348).

Esa metodología recursiva confiere tal estrechez a la fiscalización judicial de los actos de las comisiones médicas que provoca indefensión. 
Ya se ha dicho en torno a ello, en el seno de la Suprema Corte de Buenos Aires, que cabe descalificar toda limitación que circunscriba la actuación en sede judicial, pues ninguna oportunidad se le brinda al justiciable de plantear las cuestiones de hecho, derecho y prueba que estimare inherentes al resguardo de la situación subjetiva cuyo reconocimiento postula. Sobre todo cuando, sin motivo valedero para justificar algún grado de morigeración en el control judicial, se cercena a la parte más débil de la relación jurídica el derecho de hacer oír su voz, con amplitud y sin ataduras objetables
.

Más aún, la misma Suprema Corte se ha expedido fijando doctrina que conceptuamos como enteramente aplicable frente a la ley 27.348. Véase:

Con fecha 22 de diciembre de 2008 el citado Tribunal falló la causa "Colegio de Bioquímicos de la Provincia de Buenos Aires c. doctor M. H.M. s. acción disciplinaria"
. 

En el caso el Tribunal de Disciplina del Colegio de Bioquímicos había resuelto aplicar una sanción a un profesional. Al conceder luego el recurso de apelación interpuesto contra el fallo sancionatorio, elevó los autos a la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de San Martín.
Este último tribunal, de manera liminar y oficiosamente, decidió que el art. 74 del Código Contencioso Administrativo resultaba inconstitucional. Concluyó así sosteniendo que el mismo limitaba la impugnación regulada a un control restrictivo de legalidad cercenando la amplitud de debate y prueba propia de toda acción procesal conforme los arts. 15 y 166, párrafo 5º de la Constitución provincial; 18 y 75 inc. 22 de la Constitución nacional; 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

La Suprema Corte de Buenos Aires, por votos concordantes de sus ministros (con una sola disidencia), confirmó lo resuelto.

Sostuvo entonces:
a) Que el cumplimiento de la garantía de la defensa en juicio (art. 18, Const. Nacional) requiere, como condición de validez constitucional, que la decisión de los órganos administrativos esté sujeta a un ‘control judicial suficiente’. Y que “ello supone asegurarle al afectado la oportunidad de ocurrir ante un órgano jurisdiccional, en procura de justicia, por una vía ordinaria, mediante una pretensión a través de la cual pueda solicitar la revisión de las cuestiones de hecho y de derecho comprendidas o resueltas en la decisión administrativa”. Por ende, cuando la intervención judicial es por vía de recurso, y en la medida que si se accede a la jurisdicción por vez primera lo que se deduce, en puridad, es una pretensión, no es posible menoscabar el debate y grado de conocimiento. De allí que “tales limitaciones vulneran el debido proceso adjetivo y el control judicial suficiente y adecuado, al retacear la inspección de los temas de hecho (al no contemplarse una etapa probatoria) y limitar la revisión de las cuestiones de derecho, a la legalidad” (voto del doctor Hitters).

b) Que la existencia de un control judicial suficiente “supone asegurarle al afectado la oportunidad de ocurrir ante un órgano judicial, en procura de justicia, por una vía ordinaria, mediante una pretensión a través de la cual pueda solicitar la revisión de las cuestiones de hecho y de derecho comprendidas o resueltas en la decisión administrativa" (voto del doctor Pettigiani).

c) Que la facultad para resolver disputas en forma final ha sido atribuida exclusiva y excluyente a los tribunales integrantes del Poder Judicial, quedando expresamente prohibido a los Poderes Ejecutivo y Legislativo el ejercicio de facultades jurisdiccionales. De esta manera, la revisión judicial debe resultar “comprensiva tanto de los hechos como del derecho tenidos en cuenta por el órgano administrativo”. En tanto “califica virtualmente como sentencias a las resoluciones administrativas dictadas... y de -de hecho- los convierte en juzgados de primera instancia” el mecanismo instaurado soslaya y recorta el sistema de revisión amplio que consagra la Constitución provincial, afectando la garantía del debido proceso y los principios constitucionales de acceso irrestricto a la jurisdicción y tutela judicial efectiva (arts. 15 y 166 último párrafo de la Constitución provincial; 18 y 75 inc. 22, Const. Nacional) (voto de la doctora Kogan).
d) La limitación al juzgamiento de las contiendas significa la infracción a las directivas del art. 15 de la Constitución provincial, que garantizan el acceso efectivo e irrestricto a la justicia, y a los cimientos históricos constitucionales más elementales del sistema de juzgamiento (voto del doctor Genoud).

e) La satisfacción de la garantía de defensa en juicio de la persona y de sus derechos establecida en el art. 15 de la Constitución provincial (art. 18 de la Constitución nacional), reclama como condición de validez constitucional que la decisión de los órganos administrativos esté sujeta a un control judicial suficiente. El cumplimiento de aquella garantía supone asegurar al afectado la oportunidad de ocurrir ante un órgano judicial por una vía ordinaria, mediante una pretensión a través de la cual pueda solicitar la revisión de las cuestiones de hecho y de derecho comprendidas o resueltas en la decisión administrativa. De allí que, si se ciñe el control confiado al órgano jurisdiccional al de la legalidad de lo decidido, privando al afectado de ejercer adecuadamente su derecho de defensa en juicio, se constituye en definitiva al organo administrativo en el único juez de los hechos (voto del doctor Negri).

Como se lee, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Buenos Aires deja en claro que el diseño procesal de la ley 27.348 es inconstitucional y en definitiva nada se salva con el posterior recurso judicial. Fácil es concluir que una indebida fijación de los hechos no puede ser subsanada con una acertada selección de las normas jurídicas porque sería equivocado el presupuesto de que entonces se habría partido en el acto de juzgar. 
Nótese, por otra parte, que sabiendo el legislador que ninguna revisión efectiva media cuando los tribunales quedan ceñidos por el accionar de profesionales del arte de curar, alude luego, abiertamente, a las medidas producidas “en cualquier instancia” y a la designación de peritos en sede judicial (art. 3º, ley 27.348).

La propia ley devela entonces una inconsistencia flagrante entre el modo de concesión de los recursos que alega y las disposiciones que luego consagra.

Se confiesa con ello que el sistema instaurado no puede impedir que en sede judicial la cuestión se debata con amplitud, y derivan de allí dos posibles consecuencias: a) la descalificación constitucional del régimen procesal estatuido por irrazonabilidad manifiesta (amén de la violación del derecho de defensa); b) la posibilidad de recurrir a la justicia con amplitud para producir prueba.

4.- La inconstitucionalidad de la adhesión por importar la delegación de parcelas reservadas. Y la carencia de atribuciones de legislador ordinario para cederlas
Más allá de la inconstitucionalidad de la eventual adopción del sistema procesal de la ley 27.348 por resultar este último violatorio de la garantía de defensa en juicio, la adhesión de las provincias sería inconstitucional por importar la delegación de parcelas reservadas que no pueden ser cedidas sin reforma constitucional (tal como oportunamente resolviera la Corte Suprema, como luego se citará) ni afectación del federalismo.
Los argumentos son claros:
a)
Es obligación de las provincias asegurar su administración de justicia (art. 5º, CN). Esa obligación comprende la creación de tribunales y la asignación a estos de competencia
, razón por la cual aquella no puede vaciarse. Las provincias no pueden resignar su administración de justicia, cuestión que hace, por otra parte, al básico resguardo de las autonomías provinciales, no pudiendo fundirse con el Estado Nacional.

b)
Las provincias deben darse sus propias instituciones locales y elegir a sus funcionarios sin intervención del Gobierno federal (art. 122, CN). Esa potestad de darse sus autoridades dentro de una esfera propia y exclusiva, les asegura su existencia como unidades políticas con los atributos de la autoridad pública, que ejercitan por medio de órganos elegidos sin intervención del poder central
. Jamás podrían resignar uno de sus poderes (el judicial) en desmedro de las necesidades de sus ciudadanos, ni ceder el poder jurisdiccional a funcionarios nacionales (lo que ocurriría en el caso, donde profesionales médicos de un órgano administrativo nacional —sin sujeción ni rendición de cuentas a las leyes y poderes locales— ejercerían las funciones que constitucionalmente en cada provincia corresponden a los jueces).

c)
La aplicación de la ley común concierne a los tribunales provinciales (art. 75, inc. 12, CN). La normativa correspondiente a los riesgos del trabajo es de indudable carácter común, aún para la hipótesis de la inscripción sui generis del sistema en la seguridad social
. Ha afirmado Gelli: “Las causas que usualmente se invocaban para establecer ese corrimiento de la jurisdicción local en materia laboral —los diferentes criterios de las comisiones médicas o la concentración de algún tipo de enfermedades profesionales en ciertas y determinadas jurisdicciones provinciales— no constituyen argumentos atendibles ante la disposición clara del art. 75, inc. 12 de la CN. En consecuencia, si, eventualmente, las pericias denotaran alguna irregularidad y los jueces locales no las corrigieran, cabe poner en funcionamiento los controles del sistema nacional o provincial, según corresponda, pero no incumplir la distribución de competencias establecida por la Constitución Nacional”
.

d)
La administración de la justicia hace a un poder irrenunciable que pertenece en absoluto a la autonomía de cada una de las provincias, y su delegación es extraña a las atribuciones de los poderes ejecutivos y legislaturas provinciales. La doctrina de la Corte Suprema es terminante: “Los poderes no delegados o reservados por las provincias, sin los cuales es inconcebible el federalismo argentino, no pueden ser transferidos al Gobierno de la Nación, en tanto no lo sean por la voluntad de las provincias expresada en Congreso General Constituyente”
. Por lo expuesto, ninguna adhesión podría producirse sin reforma constitucional (que por otra parte sería inaudita, desde que rompería las bases del federalismo al quitar una parcela de los tres poderes de la órbita de las provincias).

e)
Esa imposibilidad del legislador de desbaratar el sistema federal fue incluso adelantada por la Corte al resolver la causa “Castillo”. Dijo allí, en un considerando de suma importancia y que recobra actualidad: “Es menester no olvidar que la reserva de la jurisdicción provincial de la que daban cuenta los ya citados arts. 67, inc. 11, y 100 de la CN (actuales arts. 75, inc . 12, y 116), era ajena al texto de 1853 y fue introducida por la Convención de 1860, con el deliberado propósito de impedir que las provincias carecieran de jurisdicción en las materias a que dicha norma hace referencia. Muy poco se habría avanzado en el país, cabe agregar, si todo el celo de los constituyentes de 1860 pudiese malograrse al poner en manos de una decisión legislativa, por elevada que fuese su finalidad, la suerte de las autonomías provinciales y, con ello, el sistema federal de gobierno”
.

f)
La indelegabilidad es tan evidente que las propias constituciones provinciales aseguran la tutela judicial continua y efectiva, como así el acceso irrestricto a la justicia. Véase a modo de ejemplo el claro texto del art. 15 de la Const. de la Provincia de Buenos Aires, que Morello ha calificado como una pieza clave en aquella Carta
. Norma que configura la base de todo el sistema judicial bonaerense y a través de la cual el Estado provincial “asume la obligación de la continuidad en la prestación del servicio de justicia (lo que implica no solo la imposibilidad de la suspensión del mismo, sino la no disminución en la actividad jurisdiccional)”
. 

g)
La pretendida adhesión que persigue el art. 4º de la ley 27.348 jamás podría concretarse, por otro lado, pues resulta una lisa y llana entrega del poder jurisdiccional. Ello a punto tal que la norma postula la cesión de “la totalidad de las competencias necesarias” y la atadura a normas genéricas (y sus eventuales desconocidas modificaciones) cuya reglamentación (que en la práctica es la que concreta el procedimiento) puede alterarse con libertad por el Poder Ejecutivo nacional. En definitiva, se trataría de una delegación a ciegas de la administración de justicia.

h)
El acceso a la jurisdicción ante los magistrados de sus domicilios (con todas las garantías y amplitud de defensa) es un derecho humano que pertenece a los ciudadanos de cada provincia. Y como tal, no puede ser arrebatado ni borrado por poder alguno, ya sea provincial o nacional. Por ende, cualquier limitación al respecto, sería inconstitucional.

5.- Conclusión

En suma, por los argumentos expuestos en el presente, el tratamiento de la “invitación” cursada por vía del art. 4º de la ley 27.348 es una cuestión que toca centrales aristas constitucionales. De allí que todo lo anterior debe, imperativamente, ser tenido en cuenta, pues lo contrario importará instaurar un caos constitucional.
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